Radicado: 66594-60-00-063-2020-00019-01

Procesado: Yerson Leandro Isaza Colina 
Procedencia: Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado
Decisión: No acepta impedimento 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTO / HABER SIDO EL JUEZ APODERADO DE ALGUNA DE LAS PARTES / DOBLE CONNOTACIÓN / OBJETIVA SI FUE EN EL MISMO PROCESO / SUBJETIVA SI FUE EN UNO DIFERENTE
Le corresponde a esta Colegiatura determinar si es o no admisible la causal de impedimento manifestada por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, para conocer del presente asunto por considerar que su imparcialidad podría verse viciada por cuanto dicho funcionario judicial en el pasado, cuando se desempeñaba como abogado litigante, representó al Fiscal que funge como delegado del Ente Acusador en este asunto, en un proceso judicial adelantado en su contra.
Antes de darle una solución a este asunto, es importante recordar que el instituto de los impedimentos y recusaciones se encuentran dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004, que a su vez responde a lo establecido en los artículos 29, 228 y 230 constitucional…
… el funcionario judicial quien funge como Juez Primero Penal del Circuito Especializado de esta localidad, invocó como causal para apartarse del conocimiento del presente asunto, la contemplada en el numeral 4º del artículo 56 del C.P.P. el cual reza “Que el funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguna de las partes…
… la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, indicó: 

«Con relación a la primera circunstancia impeditiva que aduce el Conjuez, esto es, la descrita en el primer aparte del numeral 4º del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, haber sido apoderado o defensor de alguna de las partes, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha considerado que es una causal con doble connotación, dependiendo de si la condición de apoderado, defensor o contraparte se presenta en un proceso diferente, o si es en la misma actuación. (…)
… cuando se presenta en otro proceso que se encuentra en trámite o ha terminado, es de carácter subjetivo, pues en este evento, el ser o haber sido contraparte de uno de los sujetos procesales en otro asunto, no lo inhabilita, de suyo, para su conocimiento, siendo necesario para su invocación que las específicas circunstancias en las cuales se desarrolló o viene desarrollándose la relación jurídico procesal, constituyan motivos fundados para creer que no ofrece serenidad de ánimo para resolver el asunto ni por ende garantía de imparcialidad en su definición…”
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Aprobado Acta No. 008
ASUNTO 

Se pronuncia la Sala sobre el asunto remitido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta localidad, quien no aceptó la declaratoria de impedimento efectuada por parte del titular del Juzgado Primero Penal del Circuito local para conocer del proceso penal seguido en contra del señor YERSON LEANDRO ISAZA COLINA por incurrir en la presunta comisión de los delitos de Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones y desplazamiento forzado. 
HECHOS Y ANTECEDENTES:
La Fiscalía General de la Nación presentó escrito de acusación en contra del señor YERSON LEANDRO ISAZA COLINA como presunto autor, a título de dolo, de las conductas punibles de Fabricación, tráfico, porte de armas de fuego y desplazamiento forzado, hechos de los que fueran víctimas la señora Luisa Fernanda Largo Guarumo y su familia, el día 09 de febrero de 2020, cuando siendo las 19:30 horas, llegaron a su vivienda dos hombres encapuchados, quienes portaban armas de fuego, uno de ellos una escopeta y el otro un arma pequeña; los facinerosos les apuntaron a ella, a su esposo e hija (una menor de 4 años) y les obligaron a apagar las luces del lugar, mientras les decían que eran mandados por el comandante de Quinchía, quien estaba pagando siete millones de pesos por asesinarlos a ellos, porque sabían que ella se la pasaba en la Fiscalía averiguando cosas, y que si quería que no les hicieran nada, lo mejor es que ellos mismos les pagaran esa suma, a lo que les contestaron que no tenían ese dinero, ante lo cual procedieron a solicitarles que entonces les dieran dos millones de pesos, insistiendo la señora Largo y su esposo en que no tenían dinero; al no recibir nada, los bandidos les indicaron que si querían continuar con vida lo mejor era que se fueran del municipio de manera inmediata, porque si ellos no los mataban igual el comandante mandaría a otros para que lo hicieran. 
Una vez estas personas abandonaron la vivienda de la denunciante, esta procedió a informar de lo sucedido a los señores Malambo Hernández, quienes con la ayuda de la comunidad y gracias a la descripción que las víctimas hicieran de los delincuentes, lograron ubicarlos en las inmediaciones del sector, sin embargo, solo pudieron capturar a uno de ellos, pues el otro logró escapar huyendo por entre un cafetal. En poder del sujeto al que lograron capturar encontraron tanto la escopeta como el arma negra tipo pistola que fueron usadas para intimidar a la víctima; dicho sujeto luego fue identificado como YERSON LEANDRO ISAZA COLINA. 
Las audiencias de control de garantías se llevaron a cabo el 11 de febrero de 2020 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía, en dicha vista pública se legalizó la captura en flagrancia del señor ISAZA COLINA, adicionalmente se le imputaron cargos a título de dolo por los delitos de desplazamiento forzado, verbo rector “ocasionar”, en concurso heterogéneo con el reato de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, verbo rector “portar”, cargos que no fueran aceptados por el encartado.  Finalmente se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en centro de reclusión. 
El día 03 de abril de 2020 se le asignó por reparto el conocimiento de este proceso al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, despacho que mediante auto de esas mismas calendas fijó como fecha para la realización de la audiencia de acusación el 18 de mayo de 2020, día en que efectivamente se llevó a cabo la mencionada vista pública en la cual la Fiscalía reiteró los cargos endilgados al señor YERSON LEANDRO ISAZA COLINA, en la audiencia de imputación. Se fijó como fecha para la audiencia preparatoria para el día 16 de julio de ese mismo año sin que la misma se pudiera realizar en esas calendas por cuanto se presentaron varias solicitudes de aplazamiento; posteriormente, el 29 de septiembre de 2020, el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, mediante auto de esa fecha decidió declararse impedido para conocer del presente asunto, invocando para ello la causal prevista en el numeral 4 del artículo 56 del C.P.P. toda vez que cuando él se desempeñaba como abogado litigante, representó al señor Fiscal 1° Especializado Jorge Mario Arias Dávila, en proceso que se adelantó en su contra por el delito de prevaricato por acción, el cual se precluyó mediante audiencia celebrada el 18 de abril de 2018 por la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial. Dado lo anterior, dispuso que el proceso se remitiera al siguiente funcionario en turno, o sea, a la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira. 

Así las cosas, el Juzgado en mención recibió el expediente del proceso, y mediante auto del 05 de octubre de 2020 decidió, frente  a la causal de impedimento formulada por su homólogo el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, que el mismo no era procedente por cuanto la causal invocada es de carácter personal y la situación administrativa del doctor Leonardo Valderrama González en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira es temporal, pues él solo se encuentra en dicho juzgado haciendo un reemplazo provisional mientras la Juez que está encargada de ese Despacho cubre la incapacidad temporal de uno de los Magistrados que hacen parte de la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, por ende la remisión del expediente resulta innecesaria dado que cuando retorne la titular del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, podrá retomar el conocimiento del asunto pues en cabeza de ella no existe causal de impedimento alguno. Así las cosas y en atención a lo establecido en el artículo 57 C.P.P. dispuso la remisión del presente asunto a la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, para que fuera el A-quem quien determinara lo de la competencia.
CONSIDERACIONES:

Esta Sala Penal es competente para definir sobre la competencia remitida por la Juez Segunda Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira, en perfecto acatamiento del artículo 34, numeral 5 del Código de Procedimiento Penal.

EL PROBLEMA JURÍDICO:

Le corresponde a esta Colegiatura determinar si es o no admisible la causal de impedimento manifestada por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, para conocer del presente asunto por considerar que su imparcialidad podría verse viciada por cuanto dicho funcionario judicial en el pasado, cuando se desempeñaba como abogado litigante, representó al Fiscal que funge como delegado del Ente Acusador en este asunto, en un proceso judicial adelantado en su contra. 
El caso concreto:

Antes de darle una solución a este asunto, es importante recordar que el instituto de los impedimentos y recusaciones se encuentran dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004, que a su vez responde a lo establecido en los artículos 29, 228 y 230 constitucional. Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“2. Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos como en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de New York
.

3. En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez, de manera que las causas que dan lugar a separar del conocimiento de un determinado asunto a un funcionario judicial no pueden deducirse por similitud ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez. 

4. Este axioma -o derecho a un tribunal imparcial- derivado de los artículos 209 y 13 de la Constitución Política en cuanto la función pública de administrar justicia así lo reclama lo mismo que el trato igual para todas las personas de parte de las autoridades, se ha concebido como esencial del debido proceso en el sentido que junto a dos partes parciales, tiene que existir un tercero imparcial,  extraño a la causa y ajeno a las posiciones de intereses de ellas -el juez-, principio de alcance general puesto que tiene aplicación en todos los tipos de procesos y sistemáticas procesales
.”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la causal que están invocando, apegándose en todo momento a lo establecido en las normas para cada caso concreto, pues como se señaló en la cita jurisprudencial de arriba, frente a esas figuras rige el principio de taxatividad, por ende no cabe la analogía. 

En ese orden de ideas, valga decir que en el ordenamiento penal colombiano la institución de los impedimentos y recusaciones está consagrada en los artículos 56 a 65 del Código de Procedimiento Penal, siendo el primero de los mencionados el que contiene las causales que se pueden invocar.

Claro lo anterior, se tiene que el funcionario judicial quien funge como Juez Primero Penal del Circuito Especializado de esta localidad, invocó como causal para apartarse del conocimiento del presente asunto, la contemplada en el numeral 4º del artículo 56 del C.P.P. el cual reza “Que el funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguna de las partes, o sea o haya sido contraparte de cualquiera de ellos, o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso”.
Dado lo anterior, se puede observar que la mencionada causal de impedimento contempla varios supuestos, entre los que se encuentra el invocado por el funcionario judicial que ha manifestado su impedimento, que es el haber sido defensor de una de las partes, en el caso concreto, del funcionario de la FGN que funge como Fiscal en el caso de marras, lo que podríamos decir que es suficiente para aceptar que el mencionado juez se aparte del conocimiento de este asunto; sin embargo, considera esta Colegiatura que la solución no es tan simple, pues es necesario recordar que las causales por las cuales un Juez de la República decide negarse a asumir el conocimiento de un proceso que llega a su conocimiento pueden ser de carácter personal, como es la amistad íntima o la enemistad grave, otras de carácter social, como es que él o un familiar cercano tenga interés en el asunto y otras relacionadas con el desarrollo de sus labores judiciales como aquella establecida en el numeral 7° del art. 56 del C.P.P.
A la luz de lo que se viene diciendo, podemos señalar sin dubitación alguna que la causal de impedimento invocada por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira en el caso concreto es de aquellas consideradas como de índole personal, pues tienen que ver con el ejercicio profesional que como abogado litigante él llevaba a cabo antes de ser nombrado Juez de la República, y la misma no puede entenderse configurada por su sola invocación como aquellas de orden objetivo, pues frente a este tipo de causales de igual manera deben ser abordadas desde un plano subjetivo, en virtud del cual se debe entrar a analizar sí en realidad esa situación personal habida en el pasado entre el abogado litigante y el funcionario judicial puede o no llegar afectar la imparcialidad del juez. Para dar solución a este punto la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, indicó: 
«Con relación a la primera circunstancia impeditiva que aduce el Conjuez, esto es, la descrita en el primer aparte del numeral 4º del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, haber sido apoderado o defensor de alguna de las partes, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha considerado que es una causal con doble connotación, dependiendo de si la condición de apoderado, defensor o contraparte se presenta en un proceso diferente, o si es en la misma actuación.

Si ocurre lo primero, la causal es subjetiva, por cuanto se requiere, además de acreditar tal condición de apoderado, defensor o contraparte, manifestar las circunstancias especiales surgidas entre ellos que convergen en la alteración del ánimo del juez. Si acontece lo segundo, la causal es objetiva, en tanto la situación de concurrir en el juez la doble connotación -juez y parte-, per se altera el equilibrio, la ecuanimidad y la transparencia de la función pública.

Así lo tiene dicho la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ AP, 11 dic. 2007, rad. 28784, reiterada en CSJ AP, 7 jun. 2012, rad. 39168 y CSJ AP7074-2017, 25 oct. Radicado 51429):

«(…) [C]uando la condición de contraparte del Juez, Magistrado o Conjuez, se presenta en proceso diferente, es de naturaleza subjetiva, y por ende, (…) su prosperidad requiere no solo la comprobada condición de contraparte, sino la confluencia de situaciones especiales entre los protagonistas, que puedan perturbar el ánimo del funcionario llamado a resolver el asunto.

(…) [C]uando la condición de contraparte se presenta en el mismo proceso, la causal es de carácter objetivo, es decir, que opera por el solo hecho de la existencia comprobada de la condición de parte adversarial, pues nadie, absolutamente nadie, en el campo de la administración de justicia, puede ser juez de su propia causa, ni tener al tiempo la doble condición de juez y parte.

En cambio, cuando se presenta en otro proceso que se encuentra en trámite o ha terminado, es de carácter subjetivo, pues en este evento, el ser o haber sido contraparte de uno de los sujetos procesales en otro asunto, no lo inhabilita, de suyo, para su conocimiento, siendo necesario para su invocación que las específicas circunstancias en las cuales se desarrolló o viene desarrollándose la relación jurídico procesal, constituyan motivos fundados para creer que no ofrece serenidad de ánimo para resolver el asunto ni por ende garantía de imparcialidad en su definición…»
. (Negrillas de la Sala)
Tomando como base lo dicho por el Órgano de Cierre en materia penal, y una vez revisado lo dicho por el juez Leonardo Valderrama González, en el auto mediante el cual Él manifestó su impedimento para adelantar el presente proceso, se evidencia que la representación judicial que hiciera en el pasado de quien funge como Fiscal Delegado en este asunto, nada tiene que ver con el caso concreto, pues se trató de una cuestión totalmente ajena a aquel de que trata este proceso, por lo que es claro que la causal de impedimento se torna en subjetiva y para su prosperidad entonces, se debían manifestar las razones o situaciones que podrían afectar la imparcialidad y ecuanimidad del señor Juez por esa relación de carácter “laboral” que él tuvo respecto del señor Fiscal de esta causa, lo cual nunca se presentó.
Bajo esa perspectiva y teniendo en cuenta que no existe nada que permita entrever que por el simple y mero hecho de que el doctor Leonardo Valderrama González hubiera fungido como representante judicial del doctor Jorge Mario Arias Dávila, en el año 2018 en un proceso penal que fuese precluido, surgió una relación estrecha entre ellos que pueda socavar su imparcialidad para llevar a buen término este caso. 
Con base en todo lo que se viene diciendo, considera esta Colegiatura que le asiste razón a la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado local al haber declarado infundado el impedimento presentado el 29 de septiembre de 2020 por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado local, sin embargo ello es por las razones acá expuestas y no por las manifestadas por ella en su auto del 05 de octubre de esa misma anualidad, motivo por el cual, lo pertinente dentro del presente asunto es no aceptar el impedimento planteado por el ya mencionado funcionario y retornar el proceso a ese Despacho para que allí se continúe con su conocimiento y se fije la fecha más próxima posible para la celebración de la audiencia preparatoria, tal como se viene esperando desde meses atrás. 
En mérito de lo anterior, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: NO ACEPTAR el impedimento planteado por el titular del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado local mediante auto del 29 de octubre de 2020, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DECLARAR que la competencia para continuar conociendo del proceso que se adelanta en contra del señor YERSON LEANDRO ISAZA COLINA, corresponde al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira.

TERCERO: REMITIR inmediatamente las diligencias al Juzgado que deberá seguir adelantando el asunto y comunicar la presente decisión a las partes y a la Juez Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira quien remitió estas diligencias a este Tribunal.

CUARTO: DECLARAR que en contra este proveído no procede ningún recurso.
COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Por ejemplo, María del Carmen Calvo Sánchez, «Imparcialidad: abstención y recusación en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero», Responsa iurisperitorum digesta, volumen II, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2001, p. 90.


� Art. 73, Ley 94 de 1938; art. 78, Decreto 409 de 1971; art. 103, Decreto 050 de 1987; art. 103, �Decreto 2700 de 1991, modificado por el art. 15 de la Ley 81 de 1993; art. 99, Ley 600 de 2000; y art. 56, Ley 906 de 2004. Y, provs. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, 20 de agosto de 1992, rad. 5044, 23 de marzo de 2000, rad. 14536, 8 de noviembre de 2000, rad. 14078, 7 de mayo de 2002, rad. 19300, 18 de febrero de 2004, rad. 21921, 16 de marzo de 2005, rad. 23374, 30 de noviembre de 2006, rad. 26453, entre otras. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 5 de julio de 2007, radicación No. 27775, M.P. Dr. Yesid Ramírez Bastidas  


� Auto AP- 784-2020, radicado 57156, del 03 de marzo de 2020, M.P. Dr. Eugenio Fernández Carlier. 





Página 9 de 9

